
L as sentencias contradic-
torias del Tribunal Su-
premo sobre el pago del 
impuesto hipotecario 

han suscitado multitud de co-
mentarios generalmente críticos 
ampliamente publicados en los 
medios de comunicación y redes 
sociales. La información veraz o 
sesgada contribuye a permear las 
percepciones sociales, y es un 
tema que interesa a la Sociología. 
El Eurobarómetro de 2017 sobre 
las percepciones de los europeos 
en cuanto a la independencia de 
los tribunales y jueces en sus paí-
ses muestra la variabilidad entre 
los hasta ahora 28 miembros. El 
55% la considera buena o muy 
buena, el 34% bastante mala o 
mala. Quienes más valoran la in-
dependencia son Dinamarca 
(86%), Finlandia (81%), Alema-
nia y Austria, con el 78%. En el 
polo extremo, Eslovaquia (23%), 

Bulgaria (26%) y España (31%). 
Seis países la califican como 
mala, entre ellos España (58%) e 
Italia (57%). En general, casi to-
dos los países han mejorado lige-
ramente sus percepciones con 
respecto a 2016. En España, en el 
Eurobarómetro de 2018 (realiza-
do en todos los países en enero) 

ha seguido mejorando la percep-
ción de la independencia judicial: 
ha subido 8 puntos en bastante 
buena o muy buena y ha bajado 9 
en bastante mala o muy mala.  

A la pregunta a los entrevista-
dos de las razones de sus juicios, 
entre las positivas la gran mayoría 
en la UE y en España considera 
que el estatus y posición de los 
jueces garantizan su independen-
cia muchísimo o bastante. Tam-
bién consideran en proporciones 
algo menores, pero del 60% en 
adelante, que no creen que inter-
fieran en ella Gobierno, políticos 
u otros grupos por intereses espe-
cíficos. Entre las razones negati-
vas, España (79%) se distancia algo 
más de la media europea (72%) en 
cuanto a que se cree algo más en la 
existencia de interferencias. Las 
presiones a los jueces por intere-
ses económicos u otros obtienen 
menos respuestas. 
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L a reciente sentencia del 
Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en 
el denominado ‘caso 

Otegi’ llueve sobre mojado. Más 
allá del supuesto en cuestión, 
pone de manifiesto un problema 
estructural de la clase jurídica en 
España y, particularmente, de la 
clase judicial. El tiempo en el 
que la formación de los juristas 
debía apoyarse fundamental-
mente en contenidos memorís-
ticos y de Derecho interno es 
tiempo pasado. En la Europa del 
siglo XXI los juristas deberían 
abrir su perspectiva de trabajo a 
un análisis sistemático del Dere-
cho comparado y de los tribuna-
les de garantías supranacionales.  

La propia Constitución exige 
que el ordenamiento interno se 
interprete a la luz de la Declara-
ción Universal de los Derechos 
Humanos y de los tratados en la 
materia ratificados por España. 
Sin embargo, demasiadas veces 
hay un cierto ensimismamiento 
que lleva a actuar como si el 
mundo se acabara en los Piri-
neos. Si se tiende a desconocer 
los parámetros y estándares de 
respeto de los derechos huma-
nos asentados en nuestro círculo 
de cultura jurídica, el resultado 
serán las condenas del ‘caso Ote-
gi’, la imposibilidad de llevar a 
cabo euroórdenes (‘caso Puigde-
mont’) o las condenas por tortu-
ra que se suceden sin parar. El ju-
rista del siglo XXI tanto debe mi-
rar al Supremo o al Constitucio-
nal como a Estrasburgo o Lu-
xemburgo. 

Una última consideración. En 
el caso de la decisión del Pleno 
del Tribunal Supremo respecto 
de las hipotecas el problema es 
otro. La Justicia democrática tie-
ne que ser imparcial y parecerlo. 
Tiene que ser razonable, razona-
da y explicarse con solvencia 
ante la opinión pública. Todo ello 
ha fallado estrepitosamente en 
este caso con consecuencias pro-
bablemente irreparables a medio 
plazo. Podría decirse que quien 
no está acostumbrado a explicar-
se es difícil que lo pueda hacer 
cuando la necesidad aprieta.

«VIVIMOS EN 
UN ESTADO DE 

DESCONSUELO»
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N o puede extrañarnos 
el estado de sobresal-
to en el que nos en-
contramos la gente 

de la calle, como consecuencia 
de las últimas sentencias y mo-
vimientos en el mundo de la 
Justicia, o mejor se debería de-
cir de la Administración de Jus-
ticia, creo que algunas de ellas 
muy alejadas no solo de la reali-
dad social, sino incluso de la 
propia Justicia, por partidistas. 

En los últimos tiempos he-
mos conocido demasiadas deci-
siones que si bien debemos res-
petarlas, no por ello debemos 
compartirlas ni, por lo mismo, 
dejar de criticarlas. Este campo, 
el de la crítica, parece que casa 
mal con el mundo de la Admi-
nistración de la Justicia porque 
algunos de quienes forman par-
te de ella no parecen encajarlas 
con la necesaria deportividad. 

El Poder Judicial es uno de los 
tres poderes sobre los que des-
cansa la democracia y, sin em-
bargo, nunca he entendido muy 
bien por qué, los otros dos po-
deres, tanto el Legislativo como 
el Ejecutivo, si bien éste de for-
ma indirecta, son elegidos en 
elecciones libres y democráti-
cas, en tanto que, a diferencia 
de otras sociedades, no tenemos 
ocasión de hacer lo mismo con 
el Poder Judicial, a pesar de te-
ner una implicación tan directa 
en nuestras vidas diarias, como 
estamos viendo con las decisio-
nes que se adoptan. 

Todos podemos equivocar-
nos, y de hecho lo hacemos, 
pero mientras que a los demás 
nuestras equivocaciones nos 
pasan factura, parece que queda 
por ahí una clase al margen de 
los demás, cuyas decisiones 
pueden ser afeadas por los tri-
bunales de otros países e inclu-
so por Estrasburgo, y sin embar-
go no ocurre nada por ello. Todo 
sigue igual, todo el mundo en 
su puesto y cada vez más aleja-
dos de la sociedad a la que debe-
rían servir con imparcialidad y 
justicia, cuando no con equidad. 
Por ello digo que no puede ex-
trañarnos el estado de descon-
suelo en que vivimos, porque 
además no vemos que la situa-
ción pueda cambiar en un plazo 
razonable.
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